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Buenos días, agradezco la invitación y la oportunidad de dirigirme a todos ustedes:

Para abordar las cuestiones que hacen parte de esta exposición, me permitiré descifrar, como primera medida, cuáles son los puntos comunes de los dos temas que se me han asignado. 
Por una parte, es evidente que ambos están conectados por la conquista principal de la Constitución Política de 1991: la protección y materialización de los derechos fundamentales. Para las dos figuras es indudable la asignación de ciertas cualidades que permiten inferir su conexión con las garantías más valiosas que un ser humano puede reclamar ante el Estado y, como no, ante los particulares. 
Como sabemos, ese atributo compartido ha implicado no solamente permear la rutina de todos y cada uno, sino que ha generado nuevas agendas públicas y comportamientos que no se pueden pasar por alto. 
Una de las más relevantes tiene que ver con el derecho de acceso a la información pública, base determinante del funcionamiento de una sociedad democrática y liberal, y por qué no, uno de los baluartes principales para el control ciudadano del poder político. 
Por tanto, la base sobre la reflexión de esas dos figuras está atada a establecer los canales más aptos para ejercer la soberanía popular. En otras palabras, nos referimos de manera expresa a los mecanismos para hacer efectivo unos de los más caros valores fundadores de nuestra Constitución Política, de ahí su importancia y la necesidad de generar los reconocimientos que correspondan.
De hecho, me permito destacar en mi calidad de Magistrada de la Sección Quinta, que la implementación de esas garantías ha generado la concepción de una nueva democracia, más abierta y más exigente por lo menos desde el punto de vista formativo, que entre otros, tiene dentro de sus principales retos: la calidad, la veracidad, la oportunidad, el origen y la cantidad de la información. 
Aprovecho el tema en desarrollo para hacer referencia a otra acción pública en la que se defendieron esas atribuciones constitucionales por parte de esa misma Sección, estableciendo medidas para que el conteo de votos sea más transparente: se trata del fallo dictado el 2 de marzo de 2018 dentro de expediente 2014-00117-00, en el que se estudió la nulidad de la elección de los senadores de la República del periodo 2014-2018, debido a irregularidades en la votación y los escrutinios en más del 50% del total de mesas que funcionaron en el país. 
Una vez estudiadas más de medio millón de pruebas, esa providencia encontró serias irregularidades en los formularios electorales que registran la voluntad ciudadana (E-14 y E-24), en el que se consolidó los votos a nivel nacional (E-26) e, inclusive, del software del que se vale la Registraduría Nacional del Estado Civil para realizar los escrutinios.
Traigo a colación esa providencia porque demostró la existencia de una problemática sensible en la información pública a nivel electoral, y también porque nos permite generar una alerta sobre la calidad de nuestra democracia, análisis que se pasa por alto cuando se hacen referencias meramente formales a la actividad de los jueces de tutela sobre estos temas. En otras palabras, los datos adscritos a la acción de amparo con respecto a la actividad de la administración y de los jueces, constituyen una abstracción útil sobre el funcionamiento de los procesos mediante los cuales la población selecciona y controla sus gobernantes
. 
Sobre estos conceptos, permítanme hacer referencia textual a un ensayo publicado por la Universidad de Salamanca, en la revista “América Latina Hoy”, por parte de los investigadores Daniel Levine y José Enrique Molina:
“Muchos de los trabajos recientes sobre la calidad de la democracia presentan listas de atributos y condiciones que la definen, y casi todos asocian la calidad de la democracia con el tema de los derechos y cómo estos derechos funcionan en la sociedad y en instituciones claves (electorales, judiciales y administrativas). Existe un reconocimiento amplio de que para que la democracia procedimental funcione –y los procedimientos sean significativos– deben darse algunas condiciones mínimas: ciudadanía inclusiva, acceso abierto y en términos claros y relativamente iguales a la actividad política para individuos y organizaciones, libertad de información y organización, y mecanismos formales e informales para asegurar la rendición de cuentas y responsabilidad de los gobernantes (accountability).”
No sobra advertir que en la clasificación efectuada por esa investigación hace un poco más de 10 años, en evaluación de unas 6 variables entre las que se cuentan la decisión electoral, la participación y la representatividad, Colombia ocupó el penúltimo lugar entre 18 países, sólo superando por muy poco puntaje a Guatemala.
Si asumimos en serio el reto de establecer y evaluar nuestros índices de calidad democrática, debemos partir por dar relevancia a las cifras más elementales sobre el ejercicio de los derechos fundamentales, lo cual se puede derivar precisamente de la interposición de la acción constitucional de tutela. 
En el informe de la gestión de la presidencia de la Corte Constitucional correspondiente al periodo 2018-2019
, se registró que de las 607.498 tutelas radicadas en 2018, 232 mil, esto es, más de la tercera parte, corresponden a exigencias ciudadanas respecto del derecho de petición. 
Vale la pena destacar que esta atribución ocupó el primer lugar dentro de ese conteo frente a los demás derechos fundamentales. 
En tercer lugar de ese registro (después del derecho a la salud) se encuentra el derecho al debido proceso con 69.544 casos. Claro está, dentro del “Top 10” de entidades demandadas no se avizora ninguna autoridad judicial, ya que en esos penosos lugares quedaron consignadas la Unidad para la atención y reparación Integral de las Víctimas y varias EPS, así como entidades administradoras de pensiones.
De ese total, el Consejo de Estado participó con la decisión de 8.972 tutelas en dicha anualidad (2018). Esta cifra representó una disminución de aproximadamente mil registros con respecto a 2017 (en este año se tuvo conocimiento de 9820 amparos). 
Por su parte, en 2016, los registros de decisiones por este mismo concepto sobrepasaron los diez mil asuntos
. 
Esto permite deducir que en los últimos tres años los procesos de este tipo, decididos por el Consejo de Estado se han mantenido dentro de un promedio de 9400 registros, siendo la tutela contra providencia judicial una de sus causas principales.
A continuación precisaré cuáles son las pautas conceptuales bajo las cuales el Consejo de Estado ha abordado la decisión del derecho de petición y la tutela contra providencia judicial. Para contextualizar el papel que ha jugado el Tribunal en la construcción de esas figuras, adoptaré una postura histórica de tal derecho así como del debido proceso. 
Mi idea es mostrar que muchas de las conquistas adscritas a esas atribuciones ya estaban definidas en la jurisprudencia previa a la Carta Política de 1991 y que la acción de tutela se encargó de potencializarlas al punto de volverlas parámetros comunes a las decisiones que adoptan todos los operadores jurídicos.
1. Derecho de petición.
El derecho fundamental de petición es el mecanismo constitucional que ha permitido el acceso a cualquier tipo de información de carácter público, así como los datos semi privados, estos últimos bajo el cumplimiento de ciertas condiciones. 
Por ser una de las atribuciones constitucionales más desarrolladas por la jurisprudencia constitucional y al haber sido delimitada por la Ley Estatutaria 1755 de 2015, en esta presentación me concentraré en dar un enfoque diferente, que haga valer los antecedentes del derecho antes de la actual Carta Política, lo que permitirá evidenciar que a pesar de la inexistencia de la acción de tutela, él fue objeto de protección en varias oportunidades por parte del máximo Tribunal de la jurisdicción contenciosa administrativa.
En efecto, como referiré a continuación, el Consejo de Estado protegía el valor normativo de ese derecho constitucional antes de la Constitución Política de 1991 y por lo menos desde 1969 había establecido cuáles son sus principales componentes, esto es, la respuesta rápida y de fondo a cargo de la autoridad pública.
En 1922 la Sala de Negocios Generales del Consejo de Estado, con ponencia del Consejero Ramón Correa, abordó la consulta elevada por el Ministro de Gobierno a propósito de un escrito elevado por el ciudadano Vespasiano Ávila, que estaba sustentado en el artículo 45 de la Constitución de 1886, que disponía lo siguiente: 

“Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las autoridades, ya sea por motivos de interés general, ya de interés particular, y el de obtener pronta resolución.
Esa providencia se ocupó de diferenciar las peticiones que debían ser respondidas por el Estado, en este caso de competencia de los gobernadores, sobre las consultas que debían ser decididas por el Tribunal en virtud del acto reformatorio de 1914 y la Ley 60 de ese mismo año. 
Como consecuencia de evidenciar que no correspondía a este último evento, declaró que no había lugar a decidir ninguna consulta y ordenó efectuar la comunicación al Ministro mencionado.
Posteriormente, en sentencia calendada el 30 de enero de 1969, a propósito de una demanda de nulidad sustentada en el artículo 45 Superior referido, contra una proposición y una Resolución expedidas por la Caja Nacional de Previsión, la Sección Segunda de esta Corporación con ponencia del magistrado Andrés Holguín
, destacó que las autoridades están obligadas a dar respuesta a las peticiones en forma “rápida, oportuna y precisa, accediendo a lo pedido, o negándolo”, esto es dentro de los 15 días siguientes a su presentación, sin que fuera posible imponer alguna excepción o condicionamiento a esa regla por la vía reglamentaria, so pena de quebrantar el principio establecido en la Carta Política. 
Esta postura es importante no solo por reconocer expresamente el alcance normativo a la norma constitucional, sino porque hizo referencia a que el derecho de petición y la respuesta a las solicitudes de los trabajadores afiliados a la Caja no se podían condicionar a razones presupuestales. 
Como se puede apreciar, a partir de este fallo se establecieron los componentes del derecho constitucional que se vinieron a desarrollar con un poco más de precisión con la puesta en marcha del mecanismo constitucional de protección de los derechos fundamentales establecido en el artículo 86 de la Constitución actual.
Como es lógico, la aplicación de esa atribución constitucional fue objeto de controversias al interior de las diferentes Secciones. 
Vale la pena referir que en providencia del 3 de mayo de 1973, la Sección Cuarta (C.P: Juan Hernández Sáenz) dentro del trámite de una acción de plena jurisdicción, se refirió a los deberes que debe cumplir el peticionario para que una solicitud de carácter técnico sea atendida. El caso estudiado en esa ocasión se refería al cálculo de unas pólizas de seguro por parte de la Superintendencia Bancaria. 
Allí explicó que las autoridades están al servicio del bien común y no pueden “convertirse en coadyuvantes de las peticiones que ante ellas se presenten al adelantar oficiosamente los estudios, análisis o investigaciones que han debido aducirse con las respectivas solicitudes”. 
Esta sentencia fue objeto de salvamento de voto por parte del Magistrado Miguel Lleras Pizarro quien precisó que la información requerida era parte de los informes allegados a la entidad demandada, lo que por tanto, llevaba a una respuesta injustificada que constituía una falta de motivación y una falsa motivación que conllevaban a la nulidad de los actos demandados.
En contraste a esa postura, la Sección Primera, en fallo del 21 de septiembre de ese mismo año (C.P.: Jorge Dávila Hernández), dictado dentro del radicado 1948, consideró que las peticiones presentadas por los ciudadanos no pueden condicionarse a la presentación de certificados o más requisitos a los establecidos en la ley. Una vez derivada la nulidad de la norma que contenía esa exigencia, la providencia advirtió que “Esto no obsta para que la administración, de oficio, certifique los hechos que prevé el Artículo, bien al iniciarse o durante el trámite administrativo provocado por la petición del interesado”. 
Vale la pena indicar que una tesis muy similar fue reiterada en la sentencia de la misma Sección dictada el 28 de noviembre de 1973 (C.P.: Carlos Galindo Pinilla, radicado 1977) en la que se advirtió que el derecho fundamental de petición no se puede condicionar ni siquiera por parte del legislador a la expedición de un paz y salvo o, concretamente, al pago de los derechos de autor. 
Como se puede advertir, para 1973 el Consejo de Estado ya había otorgado la condición de fundamental al derecho de petición, tenía establecidos sus componentes principales y había concretado que las pautas del ejercicio de ese derecho no podían ser alteradas o restringidas ni siquiera por el mismo legislador.
De las diferentes providencias dictadas por dicha Corporación, me permito destacar el auto del 27 de noviembre de 1975, con ponencia del doctor Álvaro Pérez Vives, en el que la Sección Primera estudió una Resolución proferida por la Contraloría General de la República, que reglamentaba la expedición de las copias y se prohibía el suministro de información vía verbal o telefónica. 
Al confirmar el auto que había decretado la suspensión provisional contra las normas demandadas, el Consejo de Estado recalcó que las pautas establecidas por el Contralor no pueden restringir el derecho consagrado en el artículo 45 de la Constitución de 1886. 
Así también, la Sala de Consulta y Servicio Civil, en concepto del 28 de noviembre de 1980 (C.P.: Jaime Betancur Cuartas, radicación 1470), enfatizó en que las peticiones constituyen un equilibrio entre gobernantes y gobernados y relacionó las diferencias con el derecho de acción, para lo cual consideró que la atribución constitucional:

(i) Está radicada en cabeza de cualquier persona; 
(ii) puede ser presentada ante cualquier entidad territorial o nacional o las tres ramas del Poder Público; 
(iii) debe ser contestada de manera pronta; 
(iv) está restringida a los militares en los propios términos de la Constitución Política; 
(v) los documentos reservados son solamente los que están referidos en la Constitución y la Ley. 
Sobre estas premisas, consideró que la petición constituye un mandato que limita el poder del Estado y permite la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos; de hecho, ante la importancia de este argumento, considero forzoso compartir con ustedes de manera textual la siguiente idea:

“Ello significa el que los administrados puedan participar en la toma de decisiones, conocer las actuaciones de la administración, discutir las medidas adaptadas por los entes administrativos, recabar pronunciamientos de las diversas autoridades administrativas, en fin, participar activamente en el desarrollo de la vida comunitaria.
(…)

Esto significa que la actividad de la administración frente al administrado debe ser abierta, conocida, no puede ser oculta, secreta, por cuanto la administración es pública y no se compadecería con los derechos del ciudadano el que existieran actuaciones que no pudieran ser conocidas por estos, y que de paso dieran al traste con los derechos consagrados no solo en ordenamientos constitucionales sino también en Tratados Internacionales.”
No cabe duda que en el desarrollo pleno del derecho de petición, el Consejo de Estado halló las bases de la participación ciudadana y la garantía de otro tipo de atribuciones constitucionales, para lo cual no dudó en reconocer el valor de los Tratados Internacionales en el ámbito interno. En otras palabras, a través de las decisiones y el concepto citado se encuentra la semilla que generó muchos de los cambios que hoy están consignados en la Carta Política de 1991. 
Ya en vigencia de la acción de tutela, la protección del derecho de petición no solamente ha permitido establecer la existencia de las barreras de acceso a la información, sino que también ha exigido que los jueces establezcan e implementen soluciones más expeditas. 
No se puede ver de otra manera, lo que hacen los operadores judiciales a través de esos instrumentos es refrendar de manera puntual el funcionamiento de una democracia real y de calidad. 
Con respecto a la protección de ese derecho bajo la Constitución actual el Consejo de Estado registra las siguientes cifras. 
La cantidad aproximada de tutelas que ha conocido la Corporación se calcula en 1923 procesos, de los cuales se puede efectuar la siguiente clasificación sobre los modelos más frecuentes de decisión:
- 449 amparos efectivos, esto es, casos en los que se declaró la vulneración del derecho fundamental y se ordenó responder lo pedido.

- 1227 tutelas en las que hubo ausencia de vulneración del derecho fundamental. 
- 246 amparos se fallaron por carencia actual de objeto por hecho superado.

- 1 fallo por concepto de carencia actual de objeto por daño consumado.

De ese caudal de decisiones, son muchas las providencias que deberían destacarse bien por su calidad argumentativa o por la trascendencia de las órdenes impartidas. En su lugar y atendiendo el tiempo de esta intervención, compartiré una reciente que demuestra que el Consejo de Estado ha mantenido su retórica garantista en pro del acceso a la información pública en todos los niveles de la administración. 
La misma que se adoptó desde las providencias dictadas en los años 70 y que, a pesar de la inexistencia del mecanismo de amparo, fue desarrollada en sus componentes más importantes.
En fallo del 30 de mayo de 2019 la Sección Segunda (C.P: William Hernández Gómez, Rad: 2019-00211) decidió la acción de tutela interpuesta por un ciudadano que requirió la protección de su derecho de petición derivado de la falta de respuesta de la Superintendencia de Notariado, por unos “trinos” consignados en la red social “Twitter” dentro de la cuenta oficial de la entidad, que consideraba “difamatorios”. 
El Tribunal de primera instancia consideró que este caso constituía una carencia de objeto debido a que la entidad demandada había dado respuesta al actor. Por supuesto, el demandante impugnó ese fallo por no haber verificado los requisitos básicos de toda respuesta a la petición, ya que su solicitud incluía preguntas precisas sobre la administración de la red social de la entidad, su seguridad, entre otras cuestiones técnicas. 
En sentencia de segunda instancia el Consejo de Estado sintetizó las subreglas de decisión aplicables al derecho de petición, para la cual hizo referencia dos fallos de tutela de la Corte Constitucional y elaboró un marco conceptual similar para la figura de la carencia actual de objeto. 
En el análisis del caso concreto revocó la decisión de primera instancia y concedió la protección. Para ello tuvo en cuenta de manera detallada las cuestiones que hicieron parte de la petición, que al ser comparadas con la respuesta llevaron a encontrar un déficit respecto de uno de los requerimientos. 
Esta situación, en criterio de la Sección constituyó un desconocimiento del derecho en cuanto a que la información que suministre la autoridad pública debe ser de fondo, clara y precisa. 
No sobra agregar que en esa decisión se estableció que la protección de tutela no puede abarcar los aspectos que de manera concreta no hayan sido incluidos en el escrito de petición. 
No obstante, explicó que el ciudadano puede presentar una nueva solicitud a la entidad en donde incluya las demás pretensiones. Respecto de la entidad pública, la previno para que se abstuviera de incurrir en más actuaciones que afecten el derecho fundamental de petición (ordinal tercero de la parte resolutiva).

A manera de conclusión, considero que es evidente que la acción de tutela permitió crear espacios más despejados para que los ciudadanos requieran la protección del derecho de petición. 
A su vez, en la calidad de juez constitucional, el Consejo de Estado ha establecido fórmulas más precisas para que la atribución constitucional sea amparada. 
No obstante, estimo que los componentes básicos del derecho de petición, esto es, su fundamentalidad, así como la prontitud y la claridad de la respuesta, fueron conceptos que ya habían sido establecidos por esa Corporación desde 1973.

Como me permitiré compartir, un escenario similar se puede identificar en la protección del derecho al debido proceso:
2. Tutela contra providencias judiciales. La protección del debido proceso en las actuaciones administrativas y judiciales por parte del Consejo de Estado.
Así como el derecho de petición se ha constituido en el instrumento por excelencia para garantizar el acceso a la información pública, la tutela contra providencias judiciales ha llevado a que los ciudadanos, directamente, se preocupen y exijan la aplicación del derecho y el funcionamiento de la administración de justicia bajo los parámetros de la Carta Política. 
Esto, sumado a la posibilidad de evaluación constitucional de una sentencia, ha derivado en una verificación integral realizada por los jueces casi de manera espontánea antes de adoptar la decisión. 
En el pasado, no existía interés por filtrar un asunto desde la óptica constitucional o preocupación por establecer si una resolución judicial constituía un defecto sustantivo, procedimental, orgánico o fáctico. 
Ahora, muchos jueces adoptan esa operación mental de manera dinámica y franca en cada una de las etapas de cada proceso y hacen parte de los alegatos que presentan los sujetos procesales.
Desde otro ángulo, es evidente que la tutela contra providencias judiciales aumentó el índice de litigiosidad y, con ello, el número de controversias que deben ser decididas por los jueces. 
En esa medida, lo lógico sería incrementar los recursos humanos, técnicos y presupuestales necesarios para atender esa demanda. 
Esto, sin embargo, no ha ocurrido quedando como uno de los puntos pendientes de atención por parte de la agenda pública en nuestro país. 
Las propuestas de reforma a la justicia que se han emprendido y apoyado desde el Consejo de Estado y otras corporaciones, es necesario complementarlas con la asignación suficiente de recursos que permita hacer viable una verdadera modernización de la Rama Judicial.
Ahora bien, en la base misma de la tutela contra providencias judiciales se encuentra el respeto y la exigibilidad por las reglas constitucionales del debido proceso judicial que, como sabemos, se encuentran establecidas en el artículo 29 de la Carta Política de 1991. 
Sin embargo, no hay que pasar por alto que pautas muy similares también estuvieron consignadas en los artículos 23 y siguientes de la Constitución de 1886. 
A pesar de que la mayoría de esos valores parecieran referirse solamente al trámite penal, fueron extendidos a los procesos administrativos como criterios mínimos para evaluar las actuaciones de la administración e, inclusive, de los mismos jueces. 
En efecto, la aplicación de estas a los procesos de competencia del Consejo de Estado llevó a la agrupación paulatina de las garantías en una sola figura bajo el calificativo del debido proceso. 
Como podremos observar, las subreglas jurisprudenciales que se desprendieron de esa figura constituyen verdaderos límites al poder de la administración pública en defensa de unas atribuciones individuales específicas.
Un esquema de decisión dentro de ese marco conceptual fue aplicado en un caso decidido el 6 de marzo de 1918 por la Sala de lo Contencioso Administrativo con ponencia del Magistrado Adriano Muñoz, en el que se declaró nulo un artículo de la Ordenanza proferida por la Asamblea de Antioquia con fundamento a las normas constitucionales que hoy hacen parte del debido proceso y la protección del derecho de propiedad. El acto regulaba el domicilio de las llamadas “mujeres públicas” y en la decisión del Consejo de Estado se estableció que el derecho de propiedad podía restringirse y regularse únicamente por las entidades públicas por motivos de salubridad, moralidad y seguridad. En uno de sus apartes más significativos se lee: “Uno de los principios fundamentales de la organización constitucional es el de que nadie puede ser castigado sino por autoridad competente, a causa de hechos previamente definidos y mediante formas que amparen el derecho de defensa. (Artículo 26 citado)”. 
Bajo este contexto el fallo advirtió que despojar a una mujer de su propiedad con fundamento en su oficio, no era una forma de regulación o restricción, sino un castigo o pena que no se podía fijar sin una facultad preexistente de carácter legal.

Así también, vale la pena tener en cuenta la sentencia del 3 de julio de 1935 (C.P.: Nicasio Anzola) en la que el Consejo de Estado confirmó la declaratoria de nulidad de la Resolución Departamental 80 de 1930, que facultaba a los alcaldes del Valle del Cauca para exigir a quienes fueran acusados de perturbar la posesión de un inmueble, una “fianza de buena conducta”. 
Ese acto también permitía que los mandatarios mantuvieran detenidos a los posibles infractores hasta que procedieran a pagarla y cesaran los motivos que dieron lugar a la medida. 
En la providencia se encontró que ello reñía con la Constitución, pues “nadie puede ser penado por simples sospechas, y es obvio que la detención, en el caso que se analiza, es una verdadera pena aplicada sin fundamento legal alguno”.
El 15 de diciembre de 1977, la Sección Tercera de esa Corporación (C.P.: Carlos Betancur Jaramillo, Rad 1729) aplicó por primera vez el concepto de debido proceso y declaró la nulidad de una Resolución de extinción de dominio expedida por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria por no ejercer posesión sobre un inmueble durante 10 años, desconociendo un acto propio que certificaba el ejercicio de derechos sobre el predio. 
Además de repeler la revocatoria directa de un acto que había creado derechos subjetivos sin “motivo valedero” y justificación atendible, el Consejo de Estado declaró la vulneración de “la garantía del debido proceso”, al no “exponer en qué consistió el error inicial o su falsedad o cuáles fueron las circunstancias que variaron”.
En decisión del 16 de enero de 1984 (CP Álvaro Orejuela Gómez) el Consejo de Estado, Sección Segunda, reiteró la aplicación del concepto del debido proceso al desconocerse el derecho constitucional de defensa de una empleada de Telecom que había sido declarada insubsistente con fundamento en un proceso disciplinario en el que no se cumplieron con las formalidades establecidas a favor de ella. 
Adicionalmente, el 18 de octubre de 1986 (C.P: Hernán Guillermo Aldana Duque, rads: E-009 y E–014) la Sala Contenciosa Electoral, en aplicación del artículo 26 constitucional, concretó el desconocimiento de la misma garantía dentro de un proceso electoral en el que no se realizó la notificación personal que correspondía. 
Esta última decisión en mi criterio es muy significativa ya que consideró que las garantías constitucionales no se limitaban a lo prescrito por el legislador, sino que implicaban que por parte del juez se adoptaran las medidas para permitir la defensa del demandado. 
La Sala Electoral estimó que si la norma legal resultaba insuficiente era necesario adoptar las medidas para “la traducción razonable del principio constitucional”. 
En el caso concreto: se debía acreditar que el demandado conociera de la existencia de la demanda. 
Más aún, en la decisión se consideró que una aplicación descontextualizada del procedimiento constituye una infracción al principio de igualdad “si se permitiera impunemente que una parte pudiera demandar y la afectada con las resultas del fallo no pudiera tener oportunidad para proponer las medidas de defensa idóneas que tenga o quiera hacer valer”.
De esas decisiones podemos evidenciar el interés de la jurisdicción contenciosa administrativa por la realización de los valores consignados en la Constitución Política de 1886. 
Más aún, en el último fallo citado es posible identificar la implementación de unos principios básicos adscritos a la actividad judicial en garantía de los derechos de los sujetos procesales. 
Una vez promulgada la Carta Política de 1991 ese paradigma se ha mantenido en el esquema de decisiones de las diferentes Secciones del Consejo de Estado, más aún en aquellos eventos en los que se ha permitido la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.
Claro está, en la adopción de esa figura se pueden identificar unas etapas, las cuales han permitido perfeccionar sus condiciones de procedencia y las causales que permiten engendrar la existencia de un defecto con relevancia constitucional. 
En la actualidad las providencias dictadas sobre el tema reiteran las subreglas consignadas en la sentencia C-590 de 2005 proferida por la Corte Constitucional, que estableció unos requisitos generales y específicos de procedibilidad. 
Entre los primeros se exige que la tutela no se presente contra otro fallo de amparo, así como el cumplimiento de los requisitos de inmediatez y subsidiariedad. 
Sobre los segundos, el Consejo de Estado establece, de acuerdo a los parámetros de la demanda de tutela, si las providencias demandadas incurren en cualquiera de los siguientes defectos: orgánico, procedimental, fáctico, sustantivo, el desconocimiento del precedente y la violación directa de la Constitución Política.
La procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales fue adoptada por la Sala Plena en la sentencia del julio 31 de 2012 (radicado: 2009-01328-01(IJ), C.P. María Elizabeth García González). 
Sin embargo, ello no generó la unidad de criterio frente a la procedencia de la acción contra las sentencias proferidas por el Consejo de Estado como órgano de cierre, lo cual se vino a establecer con la sentencia de unificación del 05 de agosto de 2014 (radicado 11001-03-15-000-2012-02201-01 M.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez).
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